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TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE CALI 

SALA CIVIL DE DECISIÓN 

MAG. PONENTE DR. HOMERO MORA INSUASTY 

 
Santiago de Cali, veintiocho (28) de julio de dos mil veinte (2020)  

 

PROYECTO DISCUTIDO Y APROBADO SEGÚN ACTA No. 010 
 
Proceso:               Restitución de bien inmueble arrendado  

Demandante: Edificio Torres del Prado P.H.  

Demandado: Comcel S.A.  

Radicación: 76001-31-03-003-2018-00043-01-3473 

Asunto:  Apelación Sentencia 

 

 

I. ASUNTO A DECIDIR 

 

Descorridos los traslados de rigor1, decídese el recurso de apelación 

interpuesto por la parte demandante frente a la sentencia proferida el 30 de 

julio de 2019, por el juzgado Tercero Civil de este circuito, desestimatoria 

de las pretensiones.  

 

II. ANTECEDENTES 

 

La plataforma fáctica base de las pretensiones se compendia de la siguiente 

manera: 

 

Entre la copropiedad Edificio Torres del Prado P.H. (arrendador) y la 

sociedad Comcel S.A. (arrendataria), suscribieron un contrato de 

arrendamiento el 2 de agosto de 2006, cuyo objeto fue “el arrendamiento, el 

uso y el goce de un área de 140 metros cuadrados ubicados en las terrazas 

de las torres de los apartamentos, un área de la zona de los parqueaderos 

para la construcción de una malla a tierra, y respaldo técnico en caso de 

emergencia”; el plazo fue de diez años “contados a partir” de su 

celebración, y que pese expirar la vigencia del contrato, la parte demandada 

no ha restituido el inmueble, incumpliendo así el numeral 6 de la cláusula 

segunda y las quinta y octava del negocio jurídico, que obligaban al 

arrendatario a devolver en el mismo estado en que le fue entregada la cosa 

arrendada al momento del vencimiento del acuerdo. 
 

Sostiene que al tenor de las estipulaciones contractuales, informó mediante 

escritos del 10 de marzo de 2015 y 10 de marzo y 24 de agosto de 2016 a la 

arrendataria de su voluntad de no renovar el contrato al momento de 

vencerse el plazo, peticiones que fueron soslayadas por el extremo pasivo, 

salvo la última, en la cual se sostuvo mediante respuesta del 1° de 

 
1 Modificación introducida por el Decreto Legislativo 806 de 2020, artículo 14. 
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septiembre de 2016 por la parte demandada, la necesidad de trasladarse y de 

no hacer más uso del inmueble ante la imposibilidad de llegarse a un 

acuerdo respecto a la ampliación del plazo.  

 

Con estribo en lo precedente, solicita se declare la terminación del 

“contrato de arrendamiento de carácter mercantil”, se ordene la restitución 

de la cosa y se fije fecha para la práctica de la diligencia de entrega, y se 

condene a la demandada por la suma pactada como cláusula penal y los 

intereses moratorios causados.  

 

LAS EXCEPCIONES: 

 

El extremo pasivo formuló las excepciones perentorias que calificó 

“Derecho a la renovación del contrato de arrendamiento, falta de 

demostración del cumplimiento de la condición a partir de la cual se 

empezaba a contar el plazo del contrato” y la de “Ausencia de 

incumplimiento por parte de Comcel S.A. e improcedencia de condena por 

indemnización de perjuicios y cláusula penal”, cuya fundamentación fáctica 

y jurídica corre en escrito que milita a folios 245 al 260 del Cdno. Ppal.  

 

III. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

 

El juzgador de primer grado inicialmente abordó el escrutinio de los 

presupuestos procesales y el material de la pretensión atinente a la 

legitimación en la causa activa y pasiva, que encontró colmados, a reglón 

seguido, examinó el objeto del negocio jurídico, la calidad de las partes, 

para concluir que el régimen jurídico aplicable al asunto de marras 

corresponde a la legislación mercantil, específicamente a las disposiciones 

que regulan el contrato de arrendamiento comercial (arts. 518 al 524 del 

C.Co.).  

 

Seguidamente, dilucidó el marco legal y jurisprudencial que reglamenta este 

tipo de acciones encaminadas a lograr la restitución de la cosa arrendada 

cuando el plazo es superior a dos años, para posteriormente colegir que en 

esta causa no se aquilató por la parte actora, ninguna de las causales 

señaladas en el canon 518 del C. de Co., que impida la renovación 

automática del contrato, cuando el arrendatario persiste en la continuidad 

del negocio, y el arrendador pretenda la devolución de la tenencia del 

inmueble.  

 

Por lo anterior, denegó las pretensiones.  

 

IV. RECURSO DE APELACIÓN Y RÉPLICA  

 

En desacuerdo con la anterior determinación, la apoderada de la parte 

demandante la fustigó y cumplió con la carga de formular y sustentar los 

cargos dirigidos frente a la sentencia, los cuales en lo medular están 
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enfilados a cuestionar el régimen legal aplicable al presente asunto, en tanto 

no corresponde al comercial, sino que debe disciplinarse por las normas 

jurídicas pertinentes que prohíjan la prelación de las estipulaciones de la 

convención, que son ley para las partes, al considerar, que estamos en 

presencia de un contrato atípico, por la destinación que se hace de la cosa 

arrendada, por la calidad de las partes, y por ni siquiera tener registrado la 

compañía demandada en su certificado de Cámara y Comercio, como 

establecimiento de comercio, el lugar donde se encuentran ancladas las 

antenas de telecomunicaciones, y que es el área arrendada.  

 

Por otra parte, considera que del correcto entendimiento del canon 518 C. 

de Co., es una carga del arrendatario exteriorizar la voluntad de acogerse al 

derecho de renovación del contrato, habida cuenta que en caso de guardar 

silencio y el término de vigencia del negocio fenece, no procede la 

renovación automática de la convención.   

 

Finalmente, reprocha que el juez y la parte demandada hayan interrogado de 

manera incorrecta, sesgada y conveniente a la representante legal de la 

entidad demandante, dado que de haberse llevado idóneamente se hubiera 

conocido que la verdadera razón para no renovar el contrato y buscar la 

restitución de la cosa arrendada, descansa en la imperiosa necesidad de 

realizar reparaciones en las azoteas de los edificios para evitar ruina y la 

consumación de perjuicios frente a terceros por el uso de las antenas de 

telecomunicación instaladas en el lugar arrendado.  

 

A contrapelo de las razones de inconformidad blandidas por la recurrente, el 

extremo demandado ruega que aquellas seas desestimadas y se confirme la 

decisión, en tanto esta hartamente acreditado que la convención de marras 

es de naturaleza mercantil y que en este caso no se demostró la 

concurrencia de ninguna de las causales previstas en el precepto 518 del C. 

de Co., que impida la renovación del contrato, tesis que se refuerza al tenor 

de lo dicho en el interrogatorio de la representante legal de la persona 

jurídica demandante, quien indicó que la única razón por la cual pretenden 

la restitución del inmueble arrendado, obedece al fenecimiento del plazo, 

mas no a ninguna otra causa o motivo.  

 

V. CONSIDERACIONES 

 

1.- Examinados los presupuestos procesales, debe afirmarse que en esta 

contención ninguna deficiencia acusan, como tampoco concurre causal de 

nulidad con la entidad de invalidar la actuación cumplida, lo que a la postre 

permite proferir decisión de fondo.  

 

2.- Igual predicamento cabe hacer frente al presupuesto material de la 

pretensión atinente a la legitimación en la causa activa y pasiva, como 

quiera que la relación jurídica sustancial se encuentra trabada entre los 

contratantes del negocio jurídico basamento de las pretensiones, esto es, 
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entre el arrendador como parte demandante, y el arrendatario como 

demandado.  

 

3.- A manera de exordio, memórese que la competencia del superior se 

encuentra delimitada por los reparos y por la sustentación que de los 

mismos realice el opugnante frente al fallo de primera instancia, es por esto 

que atendiendo los designios de la parte apelante, los problemas jurídicos 

sometidos a composición de esta Sala se confinan en i) determinar cuál es el 

régimen legal aplicable a la alianza de carácter jurídico base de los 

pedimentos, y si comporta un contrato atípico como lo aduce la censora, al 

igual que, ii) corresponde establecer si en esta causa se encuentran reunidos 

los presupuestos legales que frustren el derecho de renovación del contrato 

de que trata el precepto 518 del estatuto mercantil, y finalmente, iii) deberá 

examinarse las glosas que hacen parte de la valoración probatoria, 

específicamente en cuanto al interrogatorio oficioso y de parte surtidos 

frente a la representante legal de la copropiedad demandante.  

 

El nuevo Código General del Proceso establece perentoriamente que el 

recurso de apelación tiene por objeto que el superior examine la cuestión 

decidida, únicamente en relación con los reparos concretos formulados por 

el apelante, para que el superior revoque o reforme la decisión (art. 320), 

esto es consonante con la previsión del inciso 2º del numeral 3º del artículo 

322 de la misma codificación cuando ordena que la sustentación ante el 

superior versará solamente sobre los reparos concretos izados frente al fallo 

en primera instancia, cierra el marco conceptual el artículo 328 ibídem en 

tanto establece que el juez de segunda instancia deberá pronunciarse 

solamente sobre los reparos expuestos por el apelante, sin perjuicio de las 

decisiones que deba adoptar de oficio, en los casos previstos en la ley. 

 

Lo anterior no es cuestión diferente que el desarrollo del principio 

dispositivo que informa al procedimiento civil y un dique de contención 

para el juez de segundo grado a quien le está vedado irrumpir con su 

particular criterio para edificar una impugnación que el recurrente no hizo, 

es incuestionable que corresponde exclusivamente a las partes la función de 

fijar o delimitar el ámbito de la controversia, en consecuencia los reparos no 

formulados quedan sustraídos de ulterior debate, es decir, que sobre ellos 

fenece toda disputa. 

 

3.- Si bien la adecuación de las normas legales aplicables a la tesis fáctica 

sobre la cual se edifican las pretensiones es una labor que recae en cabeza 

del operador judicial, sorprende y causa perplejidad a la Sala que la parte 

actora discuta en esta instancia la tipología del negocio celebrado con el 

extremo pasivo, el régimen jurídico aplicable al mismo, la calidad de las 

partes y cuestione apenas ahora que si el ente moral demandado comporta 

un establecimiento de comercio a la luz de la normas mercantiles, pues fue 

ella misma en el escrito rector la que confiesa que entre las partes se celebró 

“un contrato de arrendamiento el día 2 de agosto de 2006”, que el objeto 
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de aquel consiste “en el arrendamiento, el uso y el goce de un área de 140 

metros cuadrados ubicados en las terrazas de la torres de apartamentos, un 

área en la zona de parqueaderos para la construcción de una malla a 

tierra, y respaldo eléctrico en casos de emergencia, del inmueble ubicado 

en la calle 34AN #2B N – 120 de la ciudad de Cali”, en el acápite 

“fundamentos de derecho”, sostuvo que “según se desprende de la cláusula 

primera del contrato de arrendamiento celebrado entre mi poderdante y el 

representante legal de la que en ese entonces tenía como razón social 

Comcel S.A. el día 2 de agosto de 2006”, para finalmente colegir que “el 

contrato de arrendamiento se rige, en lo pertinente, por las normas que 

sobre el particular dispone el Código de Comercio en sus artículos 518 a 

524, respectivamente” (resalto intencional).  

 

Entendimiento precedente que fue acogido por el juzgado de primera 

instancia, como no podría ser de otra manera, atendiendo la calidad de una 

de las partes (el inquilino es comerciante), la destinación y utilidad que se le 

viene dando al inmueble arrendado y la explotación económica que con él 

realiza la empresa demandada, lo que evidencia que no existe desafuero 

alguno en el fallo objeto de revisión sobre estas temáticas que reposan  

exclusivamente en aspectos netamente de derecho, que por demás fueron 

abordados de manera clara, suficiente y con solvencia por el funcionario de 

primer grado.  

 

Es irrecusable que la entidad demandada es una compañía que tiene dentro 

de su objeto social entre otras “1. El desarrollo de actividades y 

prestaciones de servicios de telecomunicaciones dentro o fuera de 

Colombia, así como prestar toda clase de servicios relacionados con las 

tecnologías de la información de las telecomunicaciones, con varias 

tecnologías, actualmente existente o que puedan llegar a existir en el 

futuro…”, “2. Construir, explotar, usar, instalar, ampliar, ensanchar, 

expandir, renovar, modificar o revender redes y servicios de 

telecomunicaciones…”, “6. Ensamblar, diseñar, instalar, poder en 

funcionamiento y distribuir… toda clase de equipos, productos, elementos y 

sistemas relacionados con las telecomunicaciones…”, “10. Proyectar, 

instalar y equipar una red de telecomunicaciones de cubrimiento nacional 

mediante el empleo de elementos propios o de conexiones a redes 

nacionales… con todos sus componentes…”, y por tanto luce palmario que 

se trata de una persona jurídica que en ejercicio de su objeto social celebra y 

ejecuta actos jurídicos de carácter comercial.  

 

Establece el canon 22 del C. Co., que “si el acto fuere mercantil para una 

de las partes se regirá por las disposiciones de la ley comercial”; por su 

parte, el artículo 25 del señalado plexo normativo señala que “se entenderá 

por empresa toda actividad económica organizada para la producción, 

transformación, circulación… o para la prestación de servicios. Dicha 

actividad se realizará a través de uno o mas establecimientos de comercio”, 

último instituto que es definido por el precepto 515 de la misma obra 
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sustancial que a letra indica que “se entiende por establecimiento de 

comercio un conjunto de bienes organizados por el empresario para 

realizar los fines de la empresa…”, del cual hace parte conforme al numeral 

5) del articulo 516 ibidem, “los contratos de arrendamiento”.  

 

El reseñado marco jurídico deja ver que al ser una de las partes del negocio 

jurídico un ente moral que se dedica al comercio, que el objeto del pacto es 

el arrendamiento de un inmueble destinado para al desarrollo y ejecución de 

una actividad económica, contemplado por el empresario como un bien 

enderezado a los fines de la empresa, y al considerase los contratos de 

arrendamiento un elemento más del establecimiento de comercio, no 

emerge duda alguna para la Sala que el régimen legal a imponer regencia al 

asunto sub examine corresponde a la legislación mercantil, que conforme a 

la tipología de la convención nos remite a las previsiones legislativas 

contenidas en los artículos 518 al 524 del C. Co, como inicialmente había 

solicitado la parte demandante, quien ahora pretende desconocer sus 

propios actos.  

 

Por lo anotado, caen en el vacío entonces los asertos enarbolados por la 

parte apelante, que aduce sin más que estamos en presencia de un contrato 

atípico por las circunstancias en que el arrendatario hace uso y goce del 

inmueble arrendado, la destinación que aquel da del mismo y por no tener 

registrado la parte demandada en su certificado de existencia y 

representación legal el establecimiento de comercio que dice funciona en el 

área arrendada, pues ante la naturaleza del negocio mercantil y la claridad 

que revisten estas aristas por las razones comentadas, resulta inoficioso 

amén de innecesario realizar mayores disquisiciones al respecto.  

 

4.- Evacuado lo anterior, menester es resaltar que la presente acción 

encuentra apoyo en un conjunto de disposiciones establecidas por el 

estatuto mercantil, destinadas a la protección de la propiedad comercial, que 

al desentrañar su origen indudablemente se hallan instituidas con el fin de 

garantizar el interés general y superior de la sociedad y del Estado, con el 

objeto de preservar la estabilidad de las empresas, la subsistencia de las 

formas organizadas de acción económica y la continuidad del 

comportamiento empresarial además de proteger una fuente generadora de 

trabajo.  

 

En efecto, nuestro legislador consagró en los artículos 518 al 524 del 

Código de Comercio la tutela al comerciante en aras de garantizarle la 

permanencia en el lugar donde ha desarrollado su actividad comercial. Sin 

embargo, tal protección no tiene un carácter absoluto, ya que su aplicación 

está sujeta a una serie de condiciones, vale decir que, a título de 

arrendamiento se haya ocupado un inmueble para la explotación con un 

mismo establecimiento de comercio y por no menos de dos (2) años 

consecutivos.  
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Ahora, no debe marginarse que la primera de las mencionadas normas 

jurídicas establece unas salvedades para que el arrendador del bien 

inmueble donde funciona el establecimiento de comercio, de manera 

excepcional, obtenga la restitución del bien, esto es, i) que el arrendatario 

haya incumplido el contrato; ii) que el propietario necesite el inmueble para 

su propia habitación o para un establecimiento suyo destinado a una  

empresa sustancialmente distinta a la que tuviere el arrendatario; o iii) 

cuando el inmueble debe ser reconstruido o reparado con obras necesarias 

que no puedan ejecutarse sin la entrega o desocupación, o demolido por su 

estado de ruina o para la construcción de una obra nueva, eventos en los 

cuales el arrendador deberá desahuciar al arrendatario con una antelación no 

inferior a seis (6) meses a la terminación del contrato, so pena de que éste se 

considere renovado o prorrogado en las mismas condiciones y por el mismo 

término del contrato inicial, salvo en los casos en que el inmueble sea 

ocupado o demolido por orden de autoridad competente.   

 

Por su parte, en lo que nos interesa, el canon 524 sustancial comercial 

dispone el carácter imperativo de tales disposiciones legales y contra las 

cuales “no producirá efectos ninguna estipulación de las partes”, es decir, 

toda disposición convencional que contraríe aquellas normas consideradas 

de orden público y de obligatorio cumplimiento, se encuentran desprovistas 

de eficacia al no generar consecuencias jurídicas para las partes por expresa 

política legislativa, se entienden como no escritas.  

 

4.1.- Cuestiona la recurrente que de conformidad con el clausulado del 

negocio jurídico, específicamente el numeral 6 de la cláusula segunda y las 

cláusulas quinta y octava, recaía sobre el arrendatario la obligación de 

restituir el bien arrendado al vencimiento del término de diez años 

estipulado de consuno; además, que la parte demandada no manifestó 

explícitamente el derecho o prerrogativa concerniente a la renovación de la 

alianza, inactividad o silencio que la parte actora observa como la voluntad 

implícita del arrendatario de no continuar con la ejecución del contrato o de 

confeccionar uno nuevo.  

 

Adicionalmente, la censora incursiona en la discusión acerca de si al tenor 

de la disposición 518 del C.Co., el derecho que le asiste al arrendatario es el 

de renovación del contrato y no de su prórroga, pues aquel derecho no es 

absoluto, sino que atendiendo lo dicho por la jurisprudencia patria, luego de 

haberse cumplido el plazo en pactos de este linaje, que en todo caso debe 

ser superior a dos años, las partes, entiéndase arrendador o arrendatario, 

están habilitados para renegociar las condiciones del negocio, que en el 

evento que este último no exteriorice su voluntad de continuar con el pacto, 

el mismo fenece coetáneamente con el cumplimiento del plazo, y no se 

prorroga automáticamente.  

 

4.1. Para dar respuesta a estos planteamientos, reitérese que conforme al 

artículo 518 del C.Co., “el empresario que a título de arrendamiento haya 
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ocupado no menos de dos años consecutivos un inmueble con un mismo 

establecimiento de comercio, tendrá derecho a la renovación del contrato 

al vencimiento del mismo, salvo los siguientes casos: 1) Cuando el 

arrendatario haya incumplido el contrato; 2) Cuando el propietario 

necesite los inmuebles para su propia habitación o para un establecimiento 

suyo destinado a una empresa sustancialmente distinta de la que tuviere el 

arrendatario, y 3) Cuando el inmueble deba ser reconstruido, o reparado 

con obras necesarias que no puedan ejecutarse sin la entrega o 

desocupación, o demolido por su estado de ruina o para la construcción de 

una obra nueva”. 

 

Está por fuera de toda discusión que las partes en contienda celebraron un 

contrato de arrendamiento de un inmueble para que el arrendatario 

desarrollara su actividad económica en el sector de las telecomunicaciones 

por el pago de un cánon mensual, que el plazo de éste fue de diez años 

consecutivos según se evidencia de la lectura de la cláusula quinta de la 

convención, relación jurídica que nació el 2 de agosto de 2006 y que su 

ejecución a sido continua hasta la fecha, gravitando toda la controversia en 

si concurre alguna de las causales legales que limitan el derecho de 

renovación del contrato que reposa en favor de la parte demandada, y 

habilitan al arrendador para pedir la restitución de la cosa.  

 

4.2. - Es un hecho admitido por ambas partes que mediante comunicación 

del 10 de marzo de 2015, la arrendadora informó a la parte demandada la 

decisión adoptada por el consejo de administración del Edificio Torres el 

Prado P.H. (arrendador) de no renovar el contrato, igualmente obra al legajo 

el escrito calendado 10 de marzo de 2016 (fl. 9) por el cual la representante 

legal de la copropiedad reitera la posición de la Asamblea General de 

copropietarios de “no renovar el contrato de arrendamiento que COMCEL 

S.A. suscribió con el Edificio Torres del Prado…” como quiera que el plazo 

del mismo fue pactado para que fuera de “10 años, es decir que el contrato 

finalizará definitivamente el 2 de agosto de 2016”, como también la misiva 

fechada del 24 de agosto de 2016, por la cual la entidad arrendadora 

comunicó a la demandada que “ha finalizado el contrato de 

arrendamiento… desde el 2 de agosto de 2016” y que por tanto “se ha 

cumplido la fecha y no se nos ha informado la fecha en la cual serán 

retiradas las antenas y equipos que allí se instalaron…” (fl. 11).  

 

Así, pronto se advierte que si bien la parte demandante dentro de los seis 

meses anteriores al vencimiento del contrato avisó a la arrendataria su 

voluntad de no renovar el mismo, lo cierto es que esta decisión no tuvo 

como sustento ninguna de las causales previstas en el ordenamiento jurídico 

para impedir el derecho de renovación del contrato y con ello solicitar la 

devolución del inmueble arrendado, pues como fácilmente se desprende de 

la lectura de las comentadas misivas, el fundamento toral y único para 

peticionar la restitución del inmueble por la parte demandante descansa en 

el vencimiento del plazo y en ninguna otra razón.  
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No puede ser de recibo el aserto ensayado por la recurrente que sostiene que 

al disponerse en el numeral 6 de la cláusula segunda y las cláusulas quinta y 

octava de la convención que al vencerse el plazo el arrendatario está 

obligado a restituir el inmueble, en tanto que como ya se mencionó, toda 

estipulación convencional que contraríe lo dispuesto en el art. 518 ejusdem, 

en lo que respecta al derecho de renovación del pacto habiendo transcurrido 

más de dos años consecutivos, carece de la entidad para producir efectos 

jurídicos entre las partes, al tenor de lo dispuesto en el art. 524 del C.Co.  

 

Además, no puede pasarse por alto lo dicho por la representante legal de la 

copropiedad demandante, cuando se le interrogó acerca de los móviles que 

impulsaron la decisión de no renovar el contrato, que sostuvo que la misma 

obedeció al deseo de no dar continuidad al contrato por los órganos de 

administración de la propiedad horizontal, al paso que confesó que ésta 

determinación no tiene como soporte la realización de alguna obra civil 

necesaria en las azoteas de los edificios como tampoco la de utilizar el 

inmueble para su propia habitación o para instalar algún establecimiento 

suyo destinado a una empresa sustancialmente distinta a la que ejecuta la 

parte demandada. 

 

Lo cierto en esta causa es que el arrendatario, luego de vencerse el término 

inicial del contrato, que valga decir, fue de diez años, continuó haciendo 

uso y goce de la cosa alquilada, así como también cumpliendo con sus 

prestaciones principales, entre otras, la de pagar los cánones de 

arrendamiento, muestra inequívoca de su voluntad de acogerse al derecho 

de renovación automática del contrato, como lo prohíjan los preceptos 518 

y 520 del C. de Co., sin que su silencio o pasividad en la etapa anterior al 

fenecimiento del plazo pueda entenderse como una renuncia tácita al 

mismo, como lo sugiere con evidente error la apelante, primero, porque es 

una consecuencia jurídica que no contempla la ley, y segundo y no menos 

importante, cuando no se cumple con el desahucio por parte del arrendador 

en la forma y términos señalados en la ley y bajo ninguna de las causales 

legales consagradas, además de no haberse demostrado que el arrendatario 

hubiera incumplido la convención, como acontece en este caso, conlleva a 

la luz del precepto 520 de la misma normativa, a que el contrato “se 

considere renovado o prorrogado en las mismas condiciones y por el 

mismo término del contrato inicial.”, amén que no fue materia de debate 

judicial que el inmueble arrendado sea ocupado o demolido por orden de 

autoridad competente.  

 

Por lo dicho, no abriga duda de ningún género que en esta contención no 

concurre ninguna de las cuales legales previstas en el artículo 518 sustancial 

comercial que impida al arrendatario acogerse al derecho de renovación del 

contrato de arrendamiento, como con correcta y afortunada sindéresis lo 

consideró el funcionario a quo.  

 

453



Apelación de Sentencia – Restitución de bien inmueble arrendado 

Edificio Torres del Prado P.H. Vs. Comcel S.A.  

76001-31-03-003-2018-00043-01-3473 

4.3.- No pasa inadvertido para la Sala que la señora Nayibe Castañeda 

Aldana, gerente de gestión de inmuebles de la entidad demandada, en 

atención al correo electrónico de fecha 24 de agosto de 2016, manifestó en 

escrito que milita a folio 12 que “teniendo en cuenta que no ha sido posible 

llegar a un acuerdo con ustedes para extender el término de vigencia 

contractual, nos permitimos informarle que COMCEL S.A., ha dado inicio 

a todos (sic) las actividades pertinentes para la reubicación de la Estación 

Base en mención, lo cual implica la consecución de un nuevo sitio que 

cumpla con los requerimientos técnicos, el trámite de licencias para la 

instalación de la nueva estación base y la posterior construcción y 

energización de ésta” que por ello “nos permitimos manifestarle que para 

el retiro de los equipos que actualmente se encuentran en la terraza de su 

edificación se requiere de un término que puede ir entre 6 a 12 meses, toda 

vez que no es factible que COMCEL S.A., deje de prestar el servicio de 

telefonía móvil celular en la zona a la que actualmente da cobertura…” (fl. 

12).  

 

Del referido escrito se desprende que si bien existió una manifestación por 

parte de la arrendataria de desocupar y no hacer más uso de la cosa 

arrendada luego de haberse vencido el plazo, no debe soslayarse que ésta se 

dio en razón a que no se pudo llegar a un acuerdo con la arrendadora en 

cuanto a la ampliación del término de vigencia contractual, propuesta que 

en últimas no se materializó, pues la compañía arrendataria persistió en el 

negocio, en la medida que siguió con la tenencia de la cosa y con la 

explotación de su actividad económica, lo que evidencia a las claras el acto 

volitivo del arrendatario de mantener vigente la convención, como ya dejó 

visto en líneas anteriores.  

 

5.- Finalmente, en lo que concierne a la presunta deficiencia en la práctica 

del interrogatorio realizado por el juez y la parte demandada frente a la 

representante legal de la entidad demandante, en cuanto a que no se le 

hubiese preguntado nada a aquella acerca de las verdaderas causas que 

motivaron a la copropiedad para no proseguir con el contrato, habrá de 

decirse lo siguiente:  

 

Como bien se sabe, es en la demanda o su reforma en donde la parte actora 

confina el basamento de sus peticiones y no en ninguna otra etapa procesal, 

por tanto a despecho de lo considerado por la parte apelante, las 

deficiencias que le imputa al interrogatorio practicado por el juez y la parte 

demandada a la administradora de la copropiedad demandante se resisten a 

adquirir cuerpo, pues si la verdadera razón para solicitarse la restitución del 

inmueble recaía en la necesidad de realizar reparaciones en las azoteas de 

los edificios para evitar ruina y perjuicios a terceros por el uso de las 

antenas de telecomunicaciones, era una circunstancia que debía alegarse 

tempestivamente dentro de la oportunidad procesal para ello, y no de 

manera extemporánea y heterodoxa como lo pretende la parte recurrente, lo 

que constituye un hecho nuevo que veda al juzgador de tenerlo en cuenta al 
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momento de decidir la controversia en aras de no socavar las bases de 

debido proceso, el derecho de contradicción y la congruencia del fallo.   

 

En la audiencia concentrada (arts. 372 y 373 del CGP) se practicó el 

interrogatorio oficioso y el peticionado por la parte demandada conforme a 

las disposiciones legales que lo disciplinan, acatándose las reglas y las 

directrices de orden procesal para la práctica de este medio de prueba tanto 

por uno como por el otro. El fallador interrogó de “modo exhaustivo” a la 

representante legal de la parte demandante “sobre el objeto del proceso”, lo 

mismo hizo la contraparte, sin que se observe por la Sala que hubiese 

existido alguna vulneración del derecho a la igualdad o no se hubiera 

procurado alcanzar la ubérrima verdad histórica que se pretende reconstruir 

al interior del proceso, contrario sensu, se advierte la dejadez y ligereza de 

la parte actora quien además de no manifestar en el pliego genitor causa 

distinta a la terminación del plazo para lograr la restitución del inmueble, 

tampoco dentro de la oportunidad que tuvo para interrogar a su propia parte 

(declaración) guardó absoluto silencio, desdeñando esta oportunidad de oro 

para dejar en evidencia las que aduce son las verdaderas razones por las 

cuales se pretende la devolución de la cosa arrendada, que de todas maneras 

no constituyen soporte o causa petendi de las pretensiones, mucho menos 

del pretenso desahucio, todo lo cual desnuda una total incoherencia y 

desapego a una mínima lealtad procesal.  

 

Por lo expuesto, el cargo no prospera.  

 

6.- Epilogo de todo lo expuesto es que deberá confirmarse la sentencia 

combatida, pues las sólidas, amén de acertadas argumentaciones brindadas 

en el fallo no han logrado ser derruidas.  

 

7.- Ante la improsperidad de los cargos formulados por la parte recurrente, 

de conformidad con lo dispuesto en el Nral. 3 del artículo 365 del CGP, 

deberá condenársela en costas de esta instancia en favor de la parte 

demandada.  

 

En razón y mérito de lo expuesto la Sala Civil del Tribunal Superior del 

Distrito Judicial de Cali, administrando justicia en nombre de la República 

y por autoridad de la Ley,  

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: Confirmar la sentencia apelada.  

 

SEGUNDO: Condenar en costas de esta instancia a la parte recurrente. 

Inclúyase en la liquidación la suma de $2.000.000 por concepto de agencias 

en derecho. 

 

TERCERO: Devolver el expediente a la oficina de origen.  
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

Los Magistrados 

 

 

HOMERO MORA INSUASTY 

 

 

 

HERNANDO RODRÍGUEZ MESA 

  

 

 

 

CARLOS ALBERTO ROMERO SÁNCHEZ 
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Cordial saludo
 
ASUNTO: ENTREGA FORMAL PODER.
 
 
Cordial saludo:
 
 
Por medio del presente, nos permitimos remitir y conferir poder para la
defensa de la Compañía.  Los poderes adjuntos, correspondientes a los
siguientes casos:

 
Poder Dr. Doctor GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA proceso Tarsicio
Prieto

 
Atentamente,

 
 
 
Claro Colombia
Notificacionesclaro@claro.com.co
 
 
Conmutador: Bogotá: 7480000 - 7500300, Cali: 4880000, Medellín: 6041000, B/quilla: 3870000
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como cualesquiera copia del mismo. Mediante la recepción del presente correo usted reconoce y acepta que en caso de
incumplimiento de su parte y/o de sus representantes a los términos antes mencionados, Comunicación Celular S.A
Comcel S.A tendrá derecho a los daños y perjuicios que esto le cause.

CONFIDENTIALITY NOTICE:
This e-mail message including attachments, if any, is intended only for the person or entity to which it is addressed and
may contain confidential and /or privileged material. Any review, use, disclosure or distribution of such confidential
information without the written authorization of Comunicación Celular S.A Comcel S.A is prohibited. If you are not the
intended recipient, please contact the sender by reply e-mail and destroy all copies of the original message. By receiving
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this e-mail you acknowledge that any breach by you and/or your representatives of the above provisions may entitle
Comunicación Celular S.A Comcel S.A to seek for damages.
 



 
 

Bogotá 3 abril 2024 

 

Señores, 

JUZGADO SEXTO (6°) CIVIL DEL CIRCUITO DE VILLAVICENCIO 

E. S. D. 

 

Referencia: Proceso verbal promovido por Tarsicio Prieto Ortiz contra Comcel S.A. y otros 

Radicado:    No. 50001315300320220011200 

Asunto:       Poder Especial 

 

 

Respetado Señor Juez, 

 

JAVIER MAURICIO MANRIQUE CASAS, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de 

Bogotá D.C., identificado con la Cédula de Ciudadanía número 11.257.516, actuando en mi calidad 

de Representante Legal de la Sociedad COMUNICACIÓN CELULAR S.A. - COMCEL S.A., 

domiciliada en Bogotá D.C., con NIT 800.153.993-7, según consta en el Certificado de Existencia y 

Representación Legal expedido por la Cámara de Comercio de Bogotá D.C., que se acompaña a 

este escrito, quien puede ser notificada en el correo electrónico notificacionesclaro@claro.com.co, 

manifiesto a usted muy respetuosamente que confiero PODER ESPECIAL al Doctor GUSTAVO 

ALBERTO HERRERA ÁVILA, mayor de edad, domiciliado y residente en la ciudad de Bogotá D.C., 

identificado con la cédula de ciudadanía No. 19.395.114 de Bogotá D.C., titular de la tarjeta 

profesional de abogado No. 39.116 del Consejo Superior de la Judicatura, quien puede notificarse 

en el correo electrónico notificaciones@gha.com.co, para que como apoderado especial de 

COMUNICACIÓN CELULAR S.A. - COMCEL S.A., proceda a contestar la demanda verbal 

promovida por el señor Tarsicio Prieto Ortiz, así como para que lleve hasta su terminación el proceso 

de la referencia.  

 

El apoderado queda ampliamente facultado en los términos del artículo 77 del Código general del 

Proceso, en especial para recibir, transigir, conciliar, desistir, reasumir, tachar documentos, sustituir 

el presente poder, formular recursos ordinarios y en general, para hacer cuanto juzgue conducente 

para el éxito del presente mandato. En todo caso, el apoderado judicial no cuenta con la facultad de 

confesar. 

 

Atentamente,                                                                       Acepto, 

 
 

JAVIER MAURICIO MANRIQUE CASAS                           GUSTAVO ALBERTO HERRERA ÁVILA 

 C.C No. 11.257.516                                                            C.C. No. 19.395.114 de Bogotá D.C. 

Representante Legal                                            T.P. No. 39.116 del C.S. de la J 

COMCEL S.A 
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